
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE 

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, SUSCRITA POR INTEGRANTES DE LA COMISIÓN 

ESPECIAL DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Los suscritos, diputados integrantes de la Comisión Especial de participación ciudadana, de diversos grupos 

parlamentarios, en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 

y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consideración del pleno la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se reforma la fracción IX, del artículo 12 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, al tenor de los siguientes 

Antecedentes 

La Comisión Especial de participación ciudadana aprobó un programa anual de trabajo en el que se establecieron 

entre otros objetivos, fortalecer la comunicación entre la sociedad civil y las comisiones de la Cámara de 

Diputados, mediante la creación e identificación de estrategias de vinculación y de mecanismos de comunicación 

permanente; así como, recabar opiniones y propuestas de la ciudadanía a través de foros y reuniones con expertos, 

académicos y líderes sociales, para el análisis de las demandas y propuestas de atención por parte de las 

autoridades correspondientes. 

En este marco, se implementó el Foro Permanente de Participación Ciudadana (FPPC) de la LXIII Legislatura de la 

Cámara de Diputados, como un mecanismo de consultas ciudadanas para la estructuración de propuestas de 

reformas legislativas o fortalecimiento de políticas públicas, en temas que han sido identificados de interés general 

por organizaciones sociales o instituciones académicas; con el objetivo de promover la más amplia participación de 

la sociedad civil, y con el propósito de contribuir a enriquecer la agenda legislativa de la Cámara de Diputados, a 

través de estudios y propuestas que por su amplio espectro e impacto en beneficio de la sociedad puedan 

convertirse en proyectos de iniciativas de ley o políticas públicas. 

Con base en lo anterior, se emitió una convocatoria pública a través de la cual se invitó a ciudadanos y 

representantes de organizaciones sociales y académicas a participar en el foro con la presentación de propuestas de 

reformas legislativas o de proyectos para el fortalecimiento de políticas públicas. En el marco de esta actividad, los 

diputados integrantes de esta comisión especial seleccionaron las mejores propuestas sobre diferentes ejes 

temáticos, entre éstos el referente al deporte como obligación cívica, para su presentación en el foro realizado en 

las instalaciones de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre de 2017. 

Durante el foro citado, el maestro Juan Sergio Aarón Campos, presentó su propuesta para reformar la fracción IX, 

del artículo 12 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la cual fue analizada por las 

diputadas y diputados asistentes, tomando en cuenta, entre otros elementos, la originalidad de la propuesta, su 

viabilidad técnico jurídica, los elementos de sustento, así como la suficiencia o requerimiento presupuestal para su 

implementación. 

En seguimiento a lo anterior, en términos del párrafo primero de la base octava de la convocatoria, los legisladores 

integrantes de la comisión, atendiendo el planteamiento del participante dispusieron estructurar la iniciativa 

correspondiente, en términos de lo dispuesto en el artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, e iniciar 

el proceso legislativo ante el pleno de la Cámara de Diputados. 

A partir de este ejercicio de democracia participativa, los suscritos diputados integrantes de esta comisión, en 

nuestro carácter de representantes populares, hacemos propia la propuesta antes descrita, pues coincidimos en la 



 

 
 

necesidad de mejorar la formación y certificación de intérpretes de la lengua de señas mexicana, para garantizar la 

calidad y accesibilidad de los servicios de interpretación. 

Los diputados integrantes de la Comisión Especial de participación ciudadana, reafirmamos el compromiso de dar 

cauce a las demandas de los proponentes, mediante el ejercicio de las atribuciones que nos confieren los citados 

artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, fracciones I 

y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, de conformidad con la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. Problemática 

Actualmente no existen programas de formación y certificación de manera gratuita de intérpretes de la Lengua de 

Señas Mexicana, los programas actuales se encuentran polarizados y sin estructura, lo anterior es así, porque no 

hay instituciones oficiales que formen desde la educación básica y profesional a intérpretes de lengua de señas 

mexicana o más aún que formen en el bilingüismo; es decir enseñar el español y la lengua de señas mexicanas, a 

personas oyentes, para que puedan interactuar con personas con discapacidad auditiva sean sordas o hipoacústicas. 

Los cursos de lengua de señas mexicana que se ofertan generalmente son muy básicos y se realizan de manera 

aislada y sin revisión oficial, por lo tanto estos pueden ser impartidos por asociaciones civiles, algunas 

dependencias públicas y por particulares que conozcan la lengua de señas mexicana, sean sordos u oyentes, sin que 

haya una unificación de criterios en la enseñanza de la lengua tal como se debería de hacer por mandato de la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, lo que ha generado un estado de indefensión de la 

comunidad sorda al no poder ser incluida de manera integral en la sociedad y sobre todo en cuanto al ejercicio de 

su capacidad jurídica y debida tutela en el acceso a la justicia en procedimientos administrativos y judiciales. 

Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad dispone que la Secretaría de Educación Pública 

debe participar en la formación y certificación de intérpretes de la Lengua de Señas Mexicana y, conforme al 

reglamento de la misma, ello se debe hacer en coordinación con el Consejo Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad y el Fideicomiso de los Sistemas Normalizado de Competencia 

Laboral y de Certificación de Competencia Laboral. 

No obstante el mandato legal, esto se ha realizado de manera opaca, parcial y discontinua, toda vez que las 

instancias de certificación en la norma técnica de competencia laboral de intérprete de la lengua de señas mexicana, 

lo han hecho de manera discrecional, sin abrir convocatoria pública abierta, ni contar con un periodo de específico 

para la realización de las evaluaciones. 

Asimismo, no existe un programa de formación de intérpretes definido y los costos de la certificación la hacen 

inaccesible, además de que sólo algunas personas tienen la atribución para evaluar y certificar personas intérpretes, 

lo que da incertidumbre jurídica a quienes desean certificarse, lo que en conjunto deriva que la comunidad sorda no 

pueda ser atendida en su lengua madre y con ello se generen procesos de discriminación y exclusión social. 

II. Consideraciones 

A través del tiempo las barreras y los obstáculos que han dificultado la integración y acceso a la justicia de 

personas sordas y con discapacidad auditiva han sido establecidos por la misma sociedad. Las personas con 

discapacidad auditiva, al igual que una persona sin discapacidad, están dotadas de capacidades, potencialidades y 

habilidades y tienen los mismos derechos que todas las personas que conforman una sociedad. 



 

 
 

Las personas con discapacidad auditiva tienen derecho a una vida plena y digna, se les debe garantizar la igualdad 

de oportunidades, mediante la eliminación de todas las barreras físicas, sociales o culturales, que las excluyen de su 

plena participación en la sociedad. Ante esta situación, es indispensable considerar a las personas con discapacidad 

auditiva como sujetos de plenos derechos. 

La promoción del ejercicio pleno de todos sus derechos es parte esencial para la eliminación de estas barreras, 

sobre todo en el ámbito del acceso a la justicia y en el ejercicio pleno de su capacidad jurídica. La difusión y la 

promoción de una cultura del respeto a la dignidad y los derechos humanos de todos los sectores sociales, en 

particular de los más vulnerables como son las personas sordas y con discapacidad auditiva, son esenciales en el 

proceso de consolidación de la democracia y el estado de derecho. 

En este marco, como resultado de la iniciativa del gobierno de México formalizada ante la Asamblea General de 

las Naciones Unidas en 2001, se estableció un Comité Especial encargado de elaborar una Convención 

Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, a fin de integrar al Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos una convención que garantizara el respeto de los derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales de los más de 650 millones de personas con discapacidad en el mundo. 

Fue así que en diciembre de 2006, se aprobó por unanimidad de los países miembros de Naciones Unidas, la 

Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, quedando abierta para el depósito 

de las firmas y ratificaciones estatales el 30 de marzo de este 2007, día en que junto a México, más de 90 países la 

firmaron, todo un hecho sin precedentes en Naciones Unidas. Posteriormente, el 10 de diciembre de 2007, dicho 

instrumento fue ratificado por nuestro gobierno, ante lo cual ha quedado obligado al cumplimiento de los diversos 

derechos reconocidos a las personas con discapacidad en nuestra nación. 

La convención dotó al derecho internacional de un instrumento jurídicamente vinculante para que los gobiernos 

modifiquen gradualmente sus legislaciones referentes a mejorar y promover el acceso a las esferas de participación 

en la sociedad. La convención representa un cambio de paradigma hacia las personas con discapacidad auditiva, en 

tanto que acuerda eliminar legislaciones, prácticas y costumbres que las discriminan. 

Uno de los principales derechos estipulados en esta convención, son los referidos al “acceso a la justicia”; en donde 

al respecto señala: 

Artículo 12 Igual reconocimiento como persona ante la ley. 

1. Los estados parte reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho a ser reconocidas en todas 

partes como personas ante la ley. 

2. Los estados parte reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en pie de igualdad 

con las demás en todos los aspectos de la vida. 

3. Los estados parte adoptarán las medidas apropiadas para proporcionar acceso a las personas con discapacidad 

al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Artículo 13 Acceso a la justicia. 

1. Los estados parte asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en pie de igualdad 

con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y apropiados a la edad, para facilitar el desempeño de 

las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como 



 

 
 

testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas 

preliminares. 

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, los estados parte 

promoverán la capacitación apropiada de los que trabajan en la administración de justicia, incluido personal 

policial y penitenciario. 

Artículo 14 Libertad y seguridad de la persona. 

1. Los estados parte asegurarán que las personas con discapacidad, en pie de igualdad con las demás: 

a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona; 

b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier privación de la libertad sea de 

conformidad con la ley, y que en ningún caso el hecho de que haya una discapacidad justifique una privación de 

la libertad. 

2. Los estados parte asegurarán que las personas con discapacidad que se vean privadas de su libertad en razón 

de un proceso tengan, en pie de igualdad con las demás, derecho a garantías de conformidad con el derecho 

internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y principios de la 

presente convención, incluida la realización de ajustes razonables. 

Como se desprende de las disposiciones citadas, ya existe un marco general que reconoce el derecho de las 

personas con discapacidad para acceder al sistema de impartición de justicia en igualdad de condiciones y sin 

discriminación, que al ser un instrumento vinculante para nuestro país, se convierte en un marco referencial que dé 

contenido a otros derechos generales existentes en nuestro país de manera federal, local o mediante convenios que 

ya se hayan ratificado por México, como es el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos, la 

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad y la Ley General para la Inclusión de Personas con Discapacidad. 

La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad hace lo propio en sus artículos III, numeral 1, inciso a; y artículo V, numeral 2. 

En el ámbito nacional, cabe señalar diversas disposiciones de la Ley General para la Inclusión de Personas con 

Discapacidad, publicada del 30 de mayo de 2011, en la cual reconoce, entre otros, los siguientes derechos: 

Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública promoverá el derecho a la educación de las personas con 

discapacidad, prohibiendo cualquier discriminación en planteles, centros educativos, guarderías o del personal 

docente o administrativo del Sistema Educativo Nacional. Para tales efectos, realizará las siguientes acciones: 

(...) 

IX. Diseñar e implementar programas de formación y certificación de intérpretes, estenógrafos del español y 

demás personal especializado en la difusión y uso conjunto del español y la Lengua de Señas Mexicana. 

(...) 



 

 
 

Artículo 14. La Lengua de Señas Mexicana, es reconocida oficialmente como una lengua nacional y forma parte 

del patrimonio lingüístico con que cuenta la nación mexicana. Serán reconocidos el Sistema Braille, los modos, 

medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad. 

(...) 

Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la infraestructura básica, equipamiento o entorno urbano y los 

espacios públicos, se contemplarán entre otros, los siguientes lineamientos: 

I. Que sea de carácter universal, obligatoria y adaptada para todas las personas; 

II. Que incluya el uso de señalización, facilidades arquitectónicas, tecnologías, información, sistema braille, 

lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, perros guía o animal de servicio y otros apoyos, y 

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea progresiva. 

(...) 

Artículo 28. Las personas con discapacidad tendrán derecho a recibir un trato digno y apropiado en los 

procedimientos administrativos y judiciales en que sean parte, así como asesoría y representación jurídica en 

forma gratuita en dichos procedimientos, bajo los términos que establezcan las leyes respectivas. 

(...) 

Artículo 29. Las instituciones de administración e impartición de justicia contarán con peritos especializados en 

las diversas discapacidades, apoyo de intérpretes de Lengua de Señas Mexicana, así como la emisión de 

documentos en Sistema de escritura Braille. 

Artículo 30. Las instituciones de administración e impartición de justicia implementarán programas de 

capacitación y sensibilización dirigidos a su personal, sobre la atención a las personas con discapacidad. 

Artículo 31. El Poder Ejecutivo federal y los gobiernos de las entidades federativas, en coordinación con el 

consejo, promoverán que las instancias de administración e impartición de justicia, cuenten con la disponibilidad 

de los recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas necesarias para la atención de las personas con 

discapacidad en sus respectivas jurisdicciones. 

En la opinión de diversos especialistas en el tema, como don Gilberto Rincón Gallardo, los embajadores Luis 

Alfonso de Alba, o Juan Manuel Gómez Robledo, se tienen que implementar mecanismos en el ámbito interno, que 

permitan analizar los retos que México tiene para armonizar su legislación con los estándares desarrollados por 

órganos de protección internacional, retomando y evaluando experiencias y avances en países de América Latina y 

Europa. 

Conforme a las bases descritas, consideramos la necesaria oportunidad de comenzar con este proceso de 

armonización legal en nuestro país, y que mejor que con el derecho al acceso a la justicia pleno de las personas con 

discapacidad auditiva por medio de la formación y certificación de intérpretes de la lengua de señas mexicana, para 

garantizar la calidad de los servicios de interpretación; así como la disponibilidad y accesibilidad de intérpretes por 

medio de la formación de los mismos de manera gratuita, para evitar discrecionalidades, corrupción y opacidad en 

los procesos de formación y certificación. 



 

 
 

Por las razones expuestas y en ejercicio de la facultad establecida en el artículo 71, fracción II, y 72 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la consideración de esta soberanía el siguiente 

proyecto de 

Decreto 

Primero. Se reforma la fracción IX, del artículo 12 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, para quedar como sigue: 

Artículo 12. ... 

I. a VIII. ... 

IX. En coordinación con el Consejo y la participación de organizaciones de la sociedad civil, diseñará, 

actualizará e implementará, de forma semestral y gratuita, programas de formación y certificación de 

intérpretes de la lengua de señas mexicana, por medio de convocatorias públicas abiertas y transparentes; 

asimismo promoverá en las entidades federativas el incremento y certificación en el mismo tema 

considerando las variantes lingüísticas de cada entidad federativa. Dicha certificación tendrá que ser 

renovada cada tres años. 

X. a XIV. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2018. 

Diputados: Tristán Manuel Canales Najjar, Laura Mitzi Barrientos Cano, Liliana Ivette Madrigal Méndez, Norma 

Edith Martínez Guzmán, Germán Ernesto Ralis Cumplido, Santiago Torreblanca Engell, Mirna Isabel Saldívar 

Paz, Arturo Santana Alfaro, Alicia Barrientos Pantoja (rúbricas). 


